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SCI-713-2013
Comunicación de acuerdo 


	Para:
	Dr. Julio Calvo Alvarado, Rector
Licda. Nery Agüero Montero, Jefa Comisión Permanente de Asuntos Jurídicos, Asamblea Legislativa


	De: 
	Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva 
Secretaría del Consejo Institucional
Instituto Tecnológico de Costa Rica 

	
Fecha:
	
21 de agosto de 2013

	
	

	Asunto:


	Sesión Ordinaria No. 2833 Artículo 12, del 21 de agosto de 2013.  Derogatoria de leyes caducas o históricamente obsoletas para la depuración del ordenamiento jurídico (primera parte) Expediente No. 18.705



Para los fines correspondientes se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Institucional, citado en la referencia, el cual dice:

CONSIDERANDO QUE:

1. En Sesión Ordinaria No. 2829 del Consejo Institucional, celebrada el 24 de julio de 2013, se conoce Ref-486-13,   Boleta de Comunicación de la Rectoría con fecha de recibido 16 de julio de 2013, suscrita por el Dr. Julio C. Calvo, Rector, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez S., Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual remite copia de la nota CJ-98-2013, de la Comisión Permanente de Asuntos Jurídicos de la Asamblea Legislativa, en la cual remiten el Proyecto Derogatoria de leyes caducas o históricamente obsoletas para la depuración del ordenamiento jurídico(primera parte).  Expediente No. 18.705

2. Mediante oficio SCI-610-2013,  con fecha  24 de julio  de  2013, suscrito por la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, dirigido a la M.Sc. Grettel Ortíz Álvarez,  Directora de la Asesoría Legal, se solicita criterio sobre el pronunciamiento del Proyecto “Derogatoria de leyes caducas o históricamente obsoletas para la depuración del ordenamiento jurídico (primera parte)”. 

3. La Secretaría del Consejo Institucional, recibe oficio,  Asesoría Legal-461-2013, con fecha 31 de julio del 2013, suscrito por la M.Sc. Grettel Ortíz Álvarez,  Directora de la Oficina de Asesoría Legal, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual remite el criterio sobre el Proyecto de Ley “Derogatoria de leyes caducas o históricamente obsoletas para la depuración del ordenamiento jurídico(primera parte)”, y que en lo conducente dice:



 “I ANTECEDENTES: 

· Iniciativa suscrita por 20 señoras diputadas y señores diputados de diferentes fracciones.
· Presentación ante Plenario 12 de febrero de 2013, asignado a la Comisión de Asuntos Jurídicos para su análisis y dictamen.
· Ingresa al Orden del día  a la Comisión de Asuntos Jurídicos 21 de marzo de 2013

II- PROPUESTA:

Según se desprende de la exposición de motivos de los proponentes, se pretende  la Derogatoria de Leyes caducas o históricamente obsoletas para la depuración del ordenamiento. El estudio y la practica han determinado que existe una serie de leyes desde  el inicio de nuestra vida independiente que por diferentes motivos por pérdida de  interés actual,  porque fueron creadas para un objetivo específico ya cumplido, o fueron creadas para casos concretos, no obstante por formar parte del ordenamiento jurídico costarricense, es que provocan confusión, atentando en algunos casos contra los derechos de los ciudadanos y ofreciendo problemas en la aplicación de las leyes posteriores, afectando la claridad que debe tener toda ley y por ende la seguridad jurídica.

 Estas  leyes que se pretenden  derogar tienen como características que algunas son: “obsoletas, las que están en desuso, así como las que han sido afectadas mediante modificaciones y, en  algunos casos, estas resultan con un solo artículo vigente. …”.
  
… 
“Aunado a lo anterior, concurren cientos de leyes que han sido promulgadas sin valorar o impacto y otras simplemente han creado nuevas responsabilidades al Estado, sin que se haya previsto el financiamiento requierido(sic), lo cual ha producido un desequilibrio en las finanzas públicas.”

Ello motivó que el Directorio Legislativo y ante la solicitud de la  Diputada Gloria Bejarano Almada conformara una Comisión especial “para estudiar, analizar y proponer soluciones  en esta materia, en la que prime el interés superior del país sobre diferencias de cualquier naturaleza. (Sesión ordinaria N. º 076-2011, de 22 de setiembre de 2011)

En este trabajo se contó con el apoyo de la Procuraduría General de la República, el personal de Servicios Técnicos y otros funcionarios legislativos entre los cuales destacan representantes del Centro de Investigación Legislativa (Cedil) y el Departamento de Servicios Bibliotecarios, documentación e Información del Congreso, así como de la Universidad de Costa Rica y el Colegio de Abogados y Abogadas.

Es importante con el fin de dimensionar no solo el trabajo realizado por la Comisión especial, observar la diversidad de leyes  que forman parte del ordenamiento jurídico, y que fueron objeto de estudio dentro de esta iniciativa y bajo  la siguiente referencia:

 “La Procuraduría, por medio del Sinalevi, suministró el 19 de octubre un listado con 3274 leyes, las cuales correspondían con lo pretendido en esta iniciativa. Este conjunto fue dividido en tres períodos: de 1824 a 1894, de 1895 a1947 y de 1948 al momento actual.

A partir de esta base, el trabajo se planteó en tres etapas:

 1.- Primera etapa: verificación y obtención del texto

 El Departamento de Servicios Técnicos realizó el proceso de depuración de las leyes suministradas por la Procuraduría General de la República. Del período de 1824 a 1894, se depuró el listado de 527 leyes y se determinó que 335 no han sido derogadas expresamente; de ellas solo 66 leyes tienen texto completo en la Procuraduría.

Del período de 1895 a 1947, se depuraron 975 leyes suministradas originalmente. Se determinó que de esas, 432 están vigentes o no han sido derogadas expresamente; siendo que 164 tienen texto completo en la página de la Procuraduría.
Del período de 1948 al 2011, se depuraron las 1772 leyes suministradas y se determinó que de esas, 1096 están vigentes; 850 tienen texto en la Procuraduría y de 235 no existe texto en la página electrónica en línea.

2.- Segunda etapa: análisis por el fondo

En esta segunda etapa, se procedió a obtener el texto completo de las leyes, dictadas en los períodos comprendidos entre 1824 y 1947, para determinar cuáles debían mantenerse vigentes en el ordenamiento jurídico y cuáles requerían un análisis jurídico que determinara si debían ser derogadas. Esta tarea se realizó con la colaboración de funcionarios públicos y abogados que analizaron ley por ley en su contenido y sus concordancias con otras fuentes posteriores del ordenamiento, para así poder justificar jurídicamente su permanencia dentro del sistema normativo.

3.- Tercera etapa: derogación y definición de procedimientos institucionales

En una tercera etapa, que es la actual, se procedió a la presentación del primer proyecto de derogación de leyes caducas o históricamente obsoletas y restará definir el procedimiento que se seguirá con las leyes que se considere deben ser derogadas por su duplicidad, inoperancia, o porque se ha demostrado que lejos de contribuir al desarrollo del país constituyen un obstáculo.”

Resultado: 

Luego del trabajo realizado se consideró pertinente presentar un proyecto de ley de  derogatoria de leyes caducas pero por  etapas siendo la presente propuesta la primera parte que comprende:

“1- Derogatoria de 197 leyes  que sin haber sido derogadas expresamente, permanecen como vigentes en nuestro ordenamiento jurídico,  aun cuando su contenido ya no es aplicable, en la mayoría de los casos porque han sido derogadas tácitamente. Otra aspecto que se tomó para la elección de estas leyes es que no pueden su derogación expresa “no puede ocasionar ningún perjuicio al ordenamiento jurídico en general, ya sea porque están evidentemente en desuso, o bien, porque se cuenta con la seguridad de que se ha producido una derogatoria posterior.”…l solo incluye los casos extremos, públicos y notorios de normativa superada, que no generen ninguna polémica en ningún caso.” (Se adjunta Anexo 1 lista de leyes que se pretenden derogar en este Proyecto de ley  y otras disposiciones) 


SEGURIDAD JURIDICA.

El Proyecto consultado lleva inmerso el principio de la seguridad y certeza jurídica por lo que el análisis se centrará principalmente sobre estos aspectos.

Con el trabajo realizado  por la Comisión   especial de referencia, se determina  que por diferentes motivos no aportan al país soluciones concretas, perdiendo su vigencia práctica.  Es evidente que la cantidad y los temas que se pretendieron regular en ese  momento obedecieron    a razones  culturales, creencias, costumbres de la época, o  bien a casos muy concreto de la época que si bien podían ser de importancia y haber  solucionado y regulado una serie de situaciones a la fecha ya han sido  superadas, o bien los cambios de paradigmas sobre ciertos temas como por ejemplo relacionadas con aspectos de género, de familia entre otros han cambiado.  Tenemos que pensar que el Derecho es el resultado de una realidad y que esta es cambiante ante ello debe adaptarse a las nuevas necesidades. De tal forma un Estado de derecho debe de caracterizarse por tener un ordenamiento jurídico, lo suficientemente claro, no solo para el operador jurídico sino para que el mismo ciudadano tenga claro los deberes, obligaciones y derechos, que se le permite hacer y que le está prohibido por poner un ejemplo. 

Se  considera que un ordenamiento jurídico donde se encuentra incluido leyes desde 1824,  necesita una “depuración” de ésta forma  tarea ardua, que como bien se explica en la exposición de motivos  se realizará por partes, siendo este Proyecto el que cubriría un primer intento. El tener una serie de leyes de las características señaladas y que pretenden ser derogadas expresamente, atentan contra el principio de seguridad jurídica, siendo el Estado el llamado a proteger este y que eventualmente pueda dar el fruto deseado y que tanto se necesita; sea la certeza jurídica.

Un ejemplo concreto de la existencia de leyes que se dieron en un tiempo, histórico, y que a todas luces es ilógico  que se encuentre todavía formando parte del ordenamiento lo encontramos en la Ley N.° 2, de 25 de mayo de 1918, “Autoriza al Poder Ejecutivo para que Declare la Guerra al Gobierno del Imperio Alemán, o en la Ley N.° 2, de 8 de diciembre de 1941, “Autoriza al Poder Ejecutivo para que Declare la Guerra al Japón y a Cualquier Otra Potencia No Americana que  Cometa Actos de Agresión o Declare la Guerra a una de las Repúblicas Americanas”,

Dictamen: 273  del 29/07/2005  

 “PRINCIPIO CONSTITUCIONAL DE SEGURIDAD JURIDICA COMO RECTOR DE LA ACTUACIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 
No se puede concebir un Estado de Derecho   sin seguridad jurídica, ya que ésta le da al administrado la certeza y confianza de que el Ordenamiento Jurídico prevé aquellas situaciones en las que puede verse involucrado dentro en sus relaciones con el Estado, donde debe estar precalificado cada supuesto de hecho y que cuenta con  los mecanismos a su alcance para hacer cumplir el derecho.  
Nuestra Sala Constitucional, refiriéndose al principio de seguridad jurídica como principio Constitucional, en Sentencia N° 8790-97 de las nueve horas seis minutos del veinticuatro de diciembre de mil novecientos noventa y siete, expresó: 
“…La seguridad jurídica es un principio constitucional que en su sentido genérico consiste en la garantía dada al individuo de que su persona, sus bienes y sus derechos no serán objeto de ataques violentos o que, si éstos llegan a producirse, le serán aseguradas por la sociedad, protección y reparación: es la situación del individuo como sujeto activo y pasivo de relaciones sociales, que sabiendo o pudiendo saber cuáles son las normas jurídicas vigentes, tiene fundamentales expectativas de que ellas se cumplan. Ese valor jurídico pretende dar certeza contra las modificaciones del Derecho, procura evitar la incertidumbre del Derecho vigente, es decir, las modificaciones jurídicas arbitrarias, realizadas sin previo estudio y consulta. Puede ser considerada tanto en sentido subjetivo y objetivo, pero ambos están indisolublemente vinculados; en su sentido subjetivo es la convicción que tiene una persona de que la situación de que goza no será modificada por una acción contraria a los principios que rigen la vida social y en sentido objetivo se confunde con la existencia de un estado de organización social, de un orden social. En la mayoría de los ordenamientos jurídicos positivos existen normas que pretenden dar cumplimiento al valor de la seguridad jurídica; en el nuestro tenemos varias expresiones de ese principio tales como la presunción del conocimiento de la ley, el principio de la reserva o legalidad penal, el principio de irretroactividad de la ley, la cosa juzgada y la prescripción, entre otros…”  
 
III-CONCLUSIONES RECOMENDATIVAS:

1- Se considera que por seguridad y certeza  jurídica un país de Estado de Derecho  debe y necesita un ordenamiento jurídico claro, acorde a las necesidades y a la realidad nacional por ello el Derecho y por ende la normativa son dinámicas y cambiantes precisamente como respuesta a esa realidad social.
2- La existencia de un conjunto de leyes que por diferentes motivos   han dejado de tener vigencia práctica bien por desuso, por falta de interés actual, o porque cumplieron su objetivo en ese momento, no obstante forman parte de nuestro ordenamiento conformando  un  conjunto de gran magnitud de leyes, lo que   conlleva a una inseguridad y certeza jurídica.    
3- Si bien existen leyes que tácitamente han sido derogadas por otras posteriores, en aras de la seguridad jurídica ya referida, lo más conveniente y partiendo del hecho que contra las leyes no procede la caducidad, es aconsejable en este caso la derogación siguiendo el   procedimiento legislativo establecido para la creación de una ley,  con la diferencia que en este caso se trata de derogar leyes caducas, por encontrarse obsoletas, en desuso, o bien, porque ha sido derogada tácitamente por legislación posterior de igual o mayor rango. 
4- Relacionado con el tema de Educación que en realidad corresponde al Instituto Tecnológico de Costa Rica tenemos como ejemplo  dos leyes. Ley N.° 6, de 26 de febrero de 1886, “Ley General de Educación Común”, se propone su derogación  debido a que tema de la educación está actualmente regulado en el Código de Educación, Ley N° 181, 25.- Ley N.° 21, de 11 de junio de 1886, “Aprueba Ley General de Educación común”,  Como se nota ambas leyes corresponden al año 1886, siendo que la realidad de aquel entonces es muy diferente a la actual, por los avances tecnológicos, cambios de metodologías en el campo de la educación, cambios de paradigmas ,avances tecnológicos entre otros.
5- Por lo anterior  se considera recomendable por el objetivo propuesto el apoyo al presente proyecto.”





SE ACUERDA: 

a. Pronunciarse a favor del Proyecto de Ley “Derogatoria de leyes caducas o históricamente obsoletas para la depuración del ordenamiento jurídico (primera parte)”, Expediente No. 18.705.

b. Tomar en consideración las sugerencias y recomendaciones emitidas por el ente técnico consultado.

a. Comunicar.  ACUERDO FIRME
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